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O ROANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA . I DE LAS 

CORTES DE APELACION 

'DIRECCJON 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Dios, Patria i Libertad.=R.epública Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE- DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 

. . Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Miguel Corde­
rd; -agricultor, natural de Santiago de fos Caballeros i domicilia)rlo en, 
}~~~iudad de La Vega, contra sentencia de la Corte de Apelación 'de 

· ·$~íl.to Domingo en funciones de Corte Marcial, de fecha veinticuatro 
cl~?~bril de mil novecientos diez i ocho, que lo condena p:Jr el crime'n de 

~c#hicidio cci~ ciréunstancias de excns.a, a sufrir la p::na de sets m::s::s 

de pri~ión i pago de costos. 

Oído el informe del magistrado Juez Rala.tor. 

Qído al abogado del recmre11te, Dr. Angel M. Soler, en su escrito 
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de alegatos i en sus conclusiones en el que se alegan como medios de ca-
' 

sación: 19 que la sentencia impugnada ha impuesto al recurrente una 
pena por un hecho que no era delictuoso en la época de la vista de la 
causa po~que estaba amparado por el Decreto de Amnistía del Dr. B~ez,de, 
fecl;Ia veintiseis de noviembre de mil novecientos catorce; 2o. que la mis­

ma sent'encia pronunció una pena distinta de la aplicada por la ley a la 
naturaleza de la infracc'ión, porque el hecho, tal como lo consideró el anti­

guo Consejo de Guerra, no era imputable al acusado, i en caso de que lo 

fuera, éste o era culpable de homicidio simplemente, o lo era de homici­
dio con circunstancias atenuantes, pero jamás podría serlo con circuns­
tancias de excusa. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Re-

pública. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado,i visto el párrafo 6o. 

del artículo 35 de la Constitución; la ley de fechas 20 de abril~ 19 de 
mayo i 28 de junio de 1911; i los artículos 3 21 i 3 26 del Código Penal; 
i los artículos 4 7 i 24 de la Ley sobre de Procedimiento de Casación; 

En cuanto al primer medio: 
Considerando, que la frase ((causas políticas)) empleada en el ar­

tículo 35 de la Constitución para determinar la clase de infracciones a 
cuyos autores puede el Congreso acordar el beneficio de la amnistía, no 
significa otra cosa que «delitos políticos)) ;puesto que la amnistía sólo pue­
de referirse a hechos punibles legalmente, i éstos son o delitos cori.mnes 
o delitos políticos. 

Considerando, que según la ley de fechas 30 de abril, 19 de mayo i 

28 de Junio de 1911, sólo se reputan delitos políticos las infracciones 
previstas en las secciones, 2a. i 3a. del Capítulo I i en todo el Capítulo 
II del Título I del Libro tercero así como la Sección 7 a. del Capítulo 
III del mismo Título i Libro del Códig-o Ptrnal ele la República. 

Considerando,, que el recurrente Miguel Cordero fué declarado cul­

pable de homicidio voluntario con circunstancias ele excusa, por la Corte 
de Sa~to Domingo; hecho no comprendido entre los delitos políticos, se­
gún la citada ley; i cuyo autor, por tanto, no podría obtener el beneficio 
de la amnistía; que en consecuencia, el primer medio es inaqmisible. 

Eu cuanto al segundo medio: 

Considerando, que las circunstancias que hacen excusable el homi-
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cidio no han sido abandonadas por el legislador, como las circunstancias 
atenuantes, a la apreciación discrecional de los jueces, sino expresamente 
determinadas en los artículos 321-322-324 i 325 del Código Penal; que 

por tanto, la circunstancia que haga excusable. el homicidio debe cons­
tar en la sentencia qne la reconoce en favor del reo. 

Considerando, que tal como está establecido en la sentencia impug­
nada el homicidio de que fué declarado culpable el recurrente no estaba 

incurso en el artí12nlo 321 del Código Penal; puesto que no consta en la 

sentencia que de parte del ofendido precedieran inmediatamente provo­
cación, amenazas o violencias graves; qne por tanto la Corte de Santo 

Domingo hizo una é'rrada aplicación de los artículos 321 i 326 del 
Código Penal. 

3 

Por tales motivos,casa la sentencia de la Corte de Apelación de San­
to Domingo impugnada en el presente recurso, i envía el asunto por an­
te la Corte de Apelación de Santiago. 

R.f.Castillo-lVI de J. Gonzalez M.-P. Báez La vastida.-A. Woss 
i Gii.-Andrés]. 1l1.onto/ío.-"-A. Arredondo ¡l¿[iura. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 
que en ella figuran, en la audiErucia pública del día diez de julio de mil 
novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

Dios, Patria. i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
·' 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 
~ 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor ] osé María 
Ramos, comerciante, domiciliado en la Bija, sección de la común del Co­
tní, · contra sentencia de la Corte de Apeladón de La Vega, de fecha 
catorce, de dicie,mbre de mil novecientos diez i siete, dictada a favor de 
los señores Gineste i Chanel. 

' 

J .. 
i. 
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Visto el memorial del recurso de casación depositado en la Secreta­
ría General, por el abogado del recurrente, quien alega contra la senten· 
cia impugnada, la violación de los artícuJos 1154, J 254, 1905, 1907 i 2277 
del Código Civil. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator . 

:,¡ Oído al abogado del intimaute, Lic. Rafael Castro Rivera, en su 
¡j · escrito de alegatos i en sus conclusiones. 

;¡ Oído al abogado de los intimados Lic. Joaquín E. Salazar, en sus 
:¡. escrito de réplica i en sus conclusiones. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Repú­

blica. 

La Supr~ma Corte, después de haber deliberado, i vistos los artícu­

los 1134, 1907 .i 2277 del Código Civil; i 71 de la Ley sobre Procedimien~ 
to de Casación. 

Considerando, q ne los señores Gineste i Chanel de una parte, i de fa 
otra el señor José María Ramos, celebraron en fecha veintisiete de mar­

zo de mil novecientos nueve, por ante el notario señor Félix Francisco 

Rodríguez, una convención por la cual; 19 el seJ:1ór José 1\119- Ramos 

reconoció «deber a los señores Gineste i-Chanel siete mil ciento sesen · 

ta dollars, ochenta i nueve centavos, tomádoles en mercancías i efecti­

vo en cuenta corriente», hasta la fecha del convenio; 29 los señores 

Gineste i Chanel concedieron al señor Ramos «un término de siete 

meses)) que vencería «el treintiuno de julio de mil novecientos nueve 

para el pago de una cantidad parcial de tres mil dollars, sobre la tota~ 

lida~ de la deuda expresada arriba)); pago que se efectuaría mensual­

mente en sumas parciales que no podrían bajar de cuatrociE:ntos dollars 

cada una; 39 para el pago de los restantes cuatro mil ciento setenta do-
\ 

llars con ochentinueve centavos, más un interés mensual de uno por 

ciento sobre esta suma, el señor José M;;t Ramos dispondría de un plazo 

de un año después del treintiuno de julio de mil novecientos diez; 49 en 

e1 caso deque el señor Ramos dejase de pagar los tres mil dollars en el 

término estipulado de siete meses, ipso {acto «quedaría vencida)) la hi­

poteca el treinta i uno ele julio de mil novecientos nueve; i ~xijible por 

tanto la garantía)) cons~ituida en el contrato; 59 el señor Ramos garan-
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tizó el pago delas sumas de que era deudor a las señores Gineste i Cha­

nel con la hipoteca de varios inmuebles. 

Considerando, que según la sentencia impugnada a partir del ocho 
de abril de mil novecientos nueve hasta el treintiuno de diciembre de 

mil novecientos trece, se estableció entre los señores Gineste i Chanel i 

José l\f<J, Ramos, una n neva cuenta corriente; la cual al ser cortada el 

quince de noviembre de mil novecientos diez i seis, arrojó un balance a 

favor del señor Ramos de $2,927. 26; incluyendo los intereses recíprc­

los éa pitalizados año por año; q ne por otra parte, según la' misma sen­
tencia de la deuda hipotecaria, a cuenta de la cual se le cargaba el interés, 
ningún pago había sido hecho por el señor Ramos,i a la cual se le cargaba 
el interés estipulado de uno por ciento mensual,capitalizado anualmente, 
daba el quince de noviembre de mil novecientos diez i seis un saldo a car­
go de Ramos de $16.422. 28;i quededucido de esta suma la de $2.927,que­
daba la de $13.495.08 como deuda líquida del señ,)r Ramos a favor de 
l0s señores Gineste i Chanel. 

Considerando, que conforme al artículo 1134 del Código Civil, las 
convenciones legalmente formadas' tienen fuerza de ley para aquellos 
que las han hecho; no pueden ser revocadas sino por mútno consenti­
miento, o por las causas que están autorizadas por la ley; i deben llevar­
se a ejecución de buena fé. 

Considerando, que la cuenta corriente que existió entre los señores 
Gi u este i Chanel i José J.\f'J, Ramos, antes del ve in ti siete de marzo de 
mil novecientos nueve, fué cerrada definitivamente; i su balance a favor 
de los primeros convertido en acreencia hipotecaria por el contrato de 
:::.quella fecha; que s~gún lo convenido en el mismo instrumento, el se­
ñor Ramos debía pagar el uno por ciento de intPrés sobre la cantidad de 
$4170.89 i no pagar interés alguno sobre la de $3000. 

Considerando, que no consta en la sentencia de la Corte de Apela­
ción de La Vega que la convención del veintisiete de marzo de mil no­
vecientos nueve fuerá modificada o revc,cada por el mutuo consentimien­
to de las partes; que la circunstancia de que los señ<Jres Gineste i Chú­
nel no ejecutaran a su deudor en los bienes hipotecados, al vencimiento 
de los plazos, no les daba derecho para modificar por su sola voluntad 
el contrato del veintisiete de marzo, cargar a su deudor intereses por 
los $3000, que no los producían según el contrato i capitalizarlos; como 
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tampoco para capitalizar los de los $4170.89; puesto que el pago de in­
tereses no procede sino por convenio entre partes, demanda judicial o 
disposición expresa de la ley; ni pueden ~er capitalizados sino en virtud 
de convención especial o demanda judicial; que por tanto la Corte de La 
Vega al condenar al señor Ramos por su sentencia de fecha catorce de 
diciembre de mil novecientos diez i siete a pagar a los señores Gineste i 
Chanella cantidad de $13.495.02 en la cual están inclusos los intereses 
de los $.3000, que según el contrato del 27 de marzo los· producían, i los 
intereses capitalizados de esos mismos intereses i de los $4170.89; violó 
los artículos 1134, 1154 i 1907 del Código Civil. 

Considerando, que no siendo de orden público la prescripción quin­
quenal de los intereses, el medio de l.:asación deducido de la violación 
del artículo 2277 del Código Civil, es inadmisible, por ser un med~o 
nuevo, puesto que 110 fué propuesto por ante los jueces del fondo. 

Considerando, q ne la alegada violación de los artículos 1254 i 1905 
del Codigo Civil, carece de fundamento, puesto que no habiendo el se 
ñor Ramos hecho ningún pago a cuenta de las sumas objeto del contra­
to del 27 de marzo, no h::tbía lugar a hacer imputación de pagos: i por 
que el artículo 1905 se limita a reco~ocer el derecho de las personas a 
convenir un interés sobre el simple préstamo en dinero, géneros u otras 
cosas inmobiliares; lo que no ha estado en discusión en la litis entre los 
señores Gineste i Chanel i el señor José Mq., Ramos, 

Por tales, motivos, casa la sentencia de la Corte de Apelación de 
La Vega de fech::t catorce de diciembre de mil novecientos diez i siete; 
envía el asunto para su conocimiento por ante la Corte de Apelación 

de Santo Domingo i condena en costos a los señores Gineste i Chanel. 

R.] Cas~illo.-P. Báez Lavastida.-M. de J. González M.-A. 
Woss i Gil.-Andrés]. j'\¡[ontolío-A. Arredondo Miara. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jue­
ces que en ella figuran, en la audiencia pública del día dos de agosto de 
mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octa.yio Landolh. 
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Dios, Patria i Libertad .... República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBL!CA 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los señores S. A. Igle­

Sias, Santiago Bustamante e Iglesias i Bustamente, comerciantes, domi­

ciliados en esta ciudad, contra un fallo pronunciado por la Corte de Ape­
l.~ción de Santo Domingo, de fecha diez i nueve de diciembre de mil 
novecientos diez i sie~e, dictada a favor de los señores Rojas Niese i Ca. 
Inc. , comerciantes, domiciliados en New York, Estados Unidos de 
América. 

Visto el Memorial del recurso de casación depositado en la Secreta­
ría General, por los abogados de los recurrentes, en el cual se alega 
contra la sentencia impugnada, la violación de los artículos 141 del Có­
digo ele Procedimiento Civil; 1832 del C0digo Civil i 47 i 48 del Código 
de Comercio; 1134 del Código Civil; 1832 en combinación con los artícu­
los 803 i 828 del Código Civil i con el 1995 del Código Civil. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Lic. Francisco J. Peynado, abogado de los intimantes 1 en 

su escrito de alegatos i en sus conclusiones. 
Oído a los Licdos. Jacinto R. de Castro i E. Henríquez, abogados 

de los intimados en su escrito de réplica i en sus conclusiones. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Re­

pública. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos los artículos 

141 del Código de Procedimiento Civil, 1832 del Código Civil, 47 i 48 
del Código de Comercio; i 71 ele la Ley sobre Procedimiento de Casación: 

Considerando, que por su sentencia ele fecha veinte de diciembre de 
mil novecientos diez i seis, el Juzgado de. Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo,había ordenado que los señores Rojas Niese i 
CQ Inc. diesen cuenta a los señores Iglesias i Bustamente, en el término 
de sesenta días, de todas las operaciones socÜ!-les efectuadas; i condenó a 
Rojas Niese i Co Inc. a pag-ar a Iglesias i Bustamente una indemniza~ 

ción q ne estos j usti fi :::a rían por estado. 
Considerando, que los señores Iglesias í Bustamante concluyeron 

por ante la Corte de Apelación pidiendo se confirmase en todas sus 

1 
1 

1 
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partes la sentencia del Juzgado de Primera Instancia,. de fecha veinte de ' 
diciembre de mil novecientos diez i seis. 

Considerando, que la Corte de Apelación anuló Lt mer:.ciouada sen­
tencia del Juzgado de Primera Instancia, i declaró improcedente la de­
manda en dañ.os i perjuicios intentada por los señores Iglesias i Busta­
mante; sin motivar su decisión a este respecto, como tampoco respecto 
de la rendición de cuentas ordenada por el rJrimer juez, i negada implí­
citamente por la Corte de Apelación. 

Considerando, que tanto los daños i perjuicios como la ,reniicióu de 
cuentas, podían proceder lo mismo si el contrato q ne ligabzt a los señores 
Rojas Niese i Ca. Inc. de una parte i de la otra a los señores Iglesias 

i Bustamante era de sociedad en participación, como lo creyó el J nez d= 

Primera Instancia, que si era un mandato asalariado, como lo consider 6 
la Corte de Apelación; puesto que en uno i otro caso po:lía hab~r habi­

do falta de parte de los señ.ores Rojas Ni ese i Ca. In c., i puesto q n ~ 
debiendo calcularse lo que por beneficios o ~alario correspondía a los 

señ.ores Iglesias i Bustameste sobre el beneficio q ne se obtuviera en 

operaciones comerciales que realizaran los primeros en la República,, 

los ;egundos tenían el derecho de conocer el monto de esas operacinnes 

i de esos beneficios; que por tanto la Corte de Apelación :le Santo D~)­

mingo violó el artículo 141 del Código de Procedimiento Ci\-il al no 

motivar su sentencia en cuanto a esos puntos. 
Considerando, que si los jueces del fondo interpretan soberanamen­

te las convenciones particulares, resolviendo las dudas a que den lu,g:tr 

según la presunta intención de las partes contratantes, 1a Suprema Cor­

te, como Corte de Casación, tiene siempre el derecho de examin'lr en 

los casos que se le someten, si el caracter i las consecuencias legales de 

la convención no han sido desconocidos por los jueces. 
Considerando, que el mandato ha sido definido por el artículo 19t-\4 

como un acto por el cual una persona dá a otra poder para hacer alguna 

cosa por el mandante i en su nombre; que por tanto es característico del 

mandato que el m:mdatario obre por cuenta i en nombre de1 mandante. 
Considerando, que 'seg{m el artículo 1832 del Código Civil, la so­

ciedad es un contrato por el cual dos o 1~ás personas couvíencn en pone1· 

cualquier cosa en común, con el mero objeto de partir el beneficio que 
pueda resultar de ello; 
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Considerando, que las asociaciones mercantiles en participación, 
rec:mocidas por la ley (artículo 47 del Código de Comercio) son rela­
tivas a una o muchas operaciones de comercio¡ tienen lugar para los 
objetos, en la forma, i con las proporciones de interés i las condiciones 
estipuladas entre los partícipes, (artículo 48 del Código de Comercio); i 
sn existencia puede comprobarse por la exhibición de los libros, de la 
ccrrespondencia, o por testigos, [artículo 49 del Código de Comercio] 

Considerando, que según la parte de la correspondencia crG.zada 
e{ltre Rojas Niese Ca. Inc. i S. A. Iglesias, inserta en la gentencia im-· 
pugnada, i conterttiva de los términos i condiciones de la convención 
que ligaba a ambas partes, los señores Rojas Niese i Ca. Inc. i el señor . 
S. A. Iglesias convin1eron en r que el segundo sería agente General de 

1 

los primeros en Santo Domingo; con una participación de 25% de los be-
neficios i en las pérdidas de los negocios que se efectuaren en la Repú- -7 
b1ica, i con la obligación de sufragar 1os gastos de la agencia; lo que 
evidentemente constituía una ascciación en particip<lción, i no un man-
dato asalariado; puesto que S. A. Iglesias concurría con Rojas Niese i 
Ca. a realizar operaciones comerciales i tenía parte en los beneficios i 
las pérdidas i sufragaba gastos del negocio; mientras que no asumía la 
representación de.los últimos con carácter de mandatario, esto es, para 
obrar por cuenta i. ~n nombre de aquellos; que por tanto, la Corte de 
Apelación desnaturalizó la convención al considerarla como un mandato 
asalariado, i, en consecuencia, violó los artículos 1832 del Código Civil i 
47 i 48 del Código de Comercio. 

Considerando, que no hai necesidad de examinar las otras alegadas 
violaciones de la lei, una vez que procede la casación de la sentencia 
por las ya reconocidas. 

Por tales motivos, casa la sentencia de ~a Corte éie Apelación,de 
Santo Domingo, de fecha diez i nueve de diciembre de mil novecientos 
dit?z i siete; envía el asunto para su conocimiento por ante la Corte de 
Apelación de Santiago i condena en costos a los señores Rojas Nieses 

Ca. Inc. 

R. f. Castillo.-Pablo Báez Lavastida.-;..11. rle !. Gonz:ilez 
};J.-A. Woss i Gil.-Andrés f. Montolío.r-A. Arredondo Niiura. 

Dada i firmada ha sido 1a anterior sentencia por los señores jueces 
.que en ella figuran, en la audiencia pública, del día cuatro de setiembre 
ele mil novecientos diez y ocho, lo que yo, Secretario General, certi-

fico. 
Octavio Landolfi. 

• ¡ 
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Dios, Pátria i Libertad."'República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los señores Olegario 
I-!ernández, Conrado B.a.mos, Manuel Zenón Rodríguez, María de la 
Cruz, Vda. Rodríguez, J11aD Loli i Francisco Rodríguez, Ricardo Ra­
món, Concepción Hidalgo, José del Carmen Fanfán, Santos Quezada,­
Juan María Quezúla, .José María Quezada, Agapito Vera, Andrés Ro­
dríguez, Emüio Hidal~·o, Juan Rojas, Pedro Antonio Hernández, 
Francisco Gómez, S1meón Méndez hijo, Félix Rodríguez, Manuela Vda. 
Rodrig;uez i Fr-aneisc0 Rodríguez, Máximo Gómez, Marín Báez, Ma­
nuel Núñez, Silvano Suárez, Modesto Torres, Alejandro Cruz, Manuel 
Núñez, Juan Rodríguez, Marcial Bueno, Juan Bautista Rodríguez; 
Angel i .Jovino Rodríguez .. José de Jesús Carrasco, IT'rancisco Antonk:J 
Monción, Ramón Bueno, Juan de Jesús Lantigua, Francisco Va¡·gas, 
Pedro Gil, Sixt<1 del Ros<l.rio, Nendica Peralta, Francisco Gil, Rafael 
Justo, -.Justiniano, Rafael i :F'rancisca Rosario Vda. Vera; Pedro i Blál 
Rodríguez; propietarios, domiciliados en Sabaneta, común de la Pro­
vincia de Monte Cristi, contra sentencia de ~a Corte de Apelación de 
Santiago de fecha seis de noviembre de mil novecientos diez i siete. 

Visto el Memorial del recurso de casación depositado en la Secre­
taría General por el abogado de las partes recurrentes, quien alega 
contra la sentencia impugnada, la violación de los artículos 61, 68, 141, 
i 1030 del Código de Procedimiento Civil. 

Oído e1 informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al abogado de los intiman tes Lic. Rafael CastTo Rivera, en. 

su escrito de alBgatos i en sus conclusiones. 
Oído al abogado de los intimados Lic. Natalio Redondo, en su es­

crito de réplica i en sus conclusiones. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de La Repú­

blica. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los artícu· 

los 61, 68, 141 í 1030 del Código de Procedimiento Civil; i 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación. 

En cuanto a la violación del ,artículo 141 del Código de Procedi 
miento Civil, por haberse omitido en la sentencia la profesión de los 
demandados. 

/ Considerando, que los intimantes en el presente recurso no hicie­
' rón figurar la profesión de los demandados, señores Carlos Ma. Rojas i 
1 compartes, ni en el acto de emplazamiento, ni en la notificación a los 
\ mismos del acto de apelación; que no consta de la sentencia que su 
~-acción se hiciera mediante calidades notificadas entre las partes, iJ 
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' en las cuales figurarse esa mencwn; que por tanto la omisión de la / 
.profesión de los demandados no fué la obra de los jueces; que además ¡ / 
no se trata de una enunciación sustancial; i en consecuencia la alegada/ 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, es infun.:/ 
dada. ·· 

En cuan~o a la violación de los artículos 61, 68 i 1030 del mismo Código. 

Considerando, que según el artículo 1030 «ningún acto de alguacil 
-o de procedimiento se podrá declarar nulo, si la nulidad no está formal· 
mente pronunciada por la ley». 

Considerando, que la sentencia impugn3.da no establece que el acto 
de emplazamiento notificado a los herederos de Carlos María Rojas a 
requel'imiento de OJegario Hernández i compartes, carecía de las me.n­
siones que a pena de n u1idad debe contener esa clase de actos, confor­
me b prescribe el articulo 61 del Código de Procedimiento Civil; como 
tampoco que no fuera notificado de acuerdo con las disposiciones del 
articulo 68 del mismo Código. 

Considerando, que ,para declarar nulo el acto de emplazamiento 
notificado a los herederos de Carlos María Rojas, a requerimiento de 
Olegal'io Hernández i compartes, la Corte de Santiago se fundó en que 
en la acción que intentaban los requerEntes, los demandadados debían 
ser todas las personas que componen la Eucesión de Carlos Rojas, i no 
solamente algunas de ellas; con Jo <mal confundió evidentemente la fal­
ta de calidad de los herederos de Carlos Maria Rojas para ser deman­
dados como la «~ucesión Rojas,»constituida por los herederos de Carlos 
Hoojas, con la causa de nulil~ad del acto de emplazamiento-que resul­
taría de la omisión de algunas de las menciones que debe contener a 
pena de nulidad, o de su notificación de acuerdo con lo que dispone el 
artículo 68 del Codigo de Procedimiento Civil; con la cual dicha Cor­
te hizo una errada aplicación de los artículos 61 i 68 del Código de Pro­
(3~dimiento Civil, i violó el attículo 1030 del mismo Código. 

Por ta!es motivos, casa la sentencia de la Corte de :Apelación de 
Santiago, Impugnada en el presente recurso; envía el asunto para. ante 
~a Corte de Apehtción de Santo Domingo, i compensll. las costas. 

R. J. Castillo.-.M. de J. Gonzátez .JJL-P. Báez Lavastida.-.A. Woss 
i Oit.-Aurb·é.s J. j}Jontotío.-A. A1"1·edondo .Mium . 

. Dada i firmada ha 8ido la anter-ior sentencia po:- los Heñores jueces 
·que en ella figuran, en la audiencia pública del día onee de setiembre de 
mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

' ' 

i 
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Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLI CA 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Tomás Otto 
industrial, domiciliado i residente en el Sevbo. contra sentencia, del 
Juzgado de Primera Instancia del distr·ito judicial del Seybo, de fecha 
quince de junio de mil novecientos diez i ocho, que rechaza el fin de no 
recibir propuesto por el inculpado cont1·a la apelación del Procurador· 
Fiscal i condena al recurrente a pagar una multa de cincuen_ta pesos i 
los costos, por ha her introC!ucido diez cajas de ron, infringiend~ el Re­
glamento Munic·ipal par·a la introducció11 de bebida.s alcohólicas, 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Repú 
b1ica. 

La Suprema OortP, después de haber deliberado i vistos los ar­
tículos 166 i 167 del Código de Procedimiento Criminal; i 24, párrafo 
tercero de la Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Consiflerando, que el ar-tículo 167 del Código de Procedimiento 
Criminal dispone que las sentencias pronunciadas en materia de sim­
ple polic:ía podrán ser impugnadas por la vía de la apelación, cuando 
por ella se impusiere la pena de arresto, o 13uando las multas, restitu­
ciones i otrHs reparaciones civiles exc~dieren de la suma de dos pesos, 
además de los costos; que la generalidad de los términos de e~te artícu­
lo no permite que se haga una excepción en el caso en que la apelación 
sea interpuesta por el Procurador Fiscal, en uso de la facultad que le 
confiere el artículo 166 del mismo Código. 

Considerando, que ni el artículo 166 del Código de Proctdimiento 
Criminal ni ninguna otra disposición legal, modifica el artículo 167 en 
el sentido de que el Procurador Fiscal pueda apelar de h1s sentencias 
pronunciadas en materia de simple policía, en caso de absolución del 
acusr.Ldo 

Considerando, que la sentencia del Juzgado ele simple policía que 
absolvió a T(Jmás Otto, no podría ser impugnada por la vía de la ape· 
}ación, según los términos del citado artículo 167; que por tant0 el 
Juzgado de Primera Instancia del Seybo al rechazar el medio de inad­
misión propuesto por Tomás Otto, contra la apelación fiscal, i al con­
denado en consecuencia de esa misma apelación improcedente, hizo 
una errada interpretación del artículo 166 del Código de Procedimiento 
Criminal, i violó ,el llrtículo 167 del mismo Có(Hgo. 

Por tales motivos, casa sin envío por ante otro tribunal la senten· 
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· oia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial 
del Seybo, de fech~L quince de junio del mil novecientos diez i oého. 

R.}. Castillo./-?. Báez Lavastida.-A. Woss i Gil.-Amhés f. 
Montolío;-)1/[. de]. Gónzalez. M.-A. Arredondo 1Vliura. 

1 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 
que en ella figuean, en la audiencia pública del día tr·ece de setiembre 

. de mil novecientos diez i ocho; lo que yo, Sect'etar'io General, certifi­
co. 

Octavio Landolh. 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 

Visto el escrito presentado porlos Ledos. Emíque Henríquez i Ja· 
cinto R. de Castro, abogados, en nombre de los señores Ang·eh1 Lavas­
tida, viuda Aybar·, Amalia· Cestero, viuda Moya, Manuel F. Cestero,· 
Angélica Cestero, Marino Cestero, E lisa Cestero vi u da, Garrido, Lucila 
(J8stero, viud~1 Rodríguez, 'rulio Cestero Castro, Manuel Cestero Cas­
tr'o, Manuel Arturo Abren Céstero, Julio Abren C2stero, Josefa Ces­
tero de López, América Cestero de Sánchez, Blanca CP.stero de Robles 
'J:lulio M. Cestero i Próspero de Marchena; que concluye asi: 

"Por tanto: los recurrentes, Doña Angel1a Lavastida, ·viuda Ay bar, 
i demás litis eonsortes, os rue~·an por órgano de Jos abogados ií1frascr'i­
tos, que interpretando los términos de vuestro auto de fecha veinte idos 
del mes i año en curso, declaréis que la suspensión de la senten­
cia del catorce del mismo mes de Agostq del corriente año, no pr·evie­
ne ni cohibe, en modo alguno, la ejecución de la sentencia de fecha 6 
de díuiem bre de 1915 en el sentido en que ésta ha sido soberanamente 
interpr·etada, al respecto de la obligación establecida a cargo de Char­
les Theodore-Georg·e, de désalojar los terrenos de "El Soco", indebida­
mente detentados por él i que se encuentran encel'rados dentro de los 
límites señalados por la sentencia interpretativa. ",-"Conforme es de 
justicia, así se os pide en Santo Domingo, a los keinta días del mes de 
'ao·nsto de mil noveeientos diez i ocbo." 

b 

Visto el dictamen del magistrado Procurador G8ner<1l de la 
Repúblic:a. 

1 
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EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 
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'J:lulio M. Cestero i Próspero de Marchena; que concluye asi: 

"Por tanto: los recurrentes, Doña Angel1a Lavastida, ·viuda Ay bar, 
i demás litis eonsortes, os rue~·an por órgano de Jos abogados ií1frascr'i­
tos, que interpretando los términos de vuestro auto de fecha veinte idos 
del mes i año en curso, declaréis que la suspensión de la senten­
cia del catorce del mismo mes de Agostq del corriente año, no pr·evie­
ne ni cohibe, en modo alguno, la ejecución de la sentencia de fecha 6 
de díuiem bre de 1915 en el sentido en que ésta ha sido soberanamente 
interpr·etada, al respecto de la obligación establecida a cargo de Char­
les Theodore-Georg·e, de désalojar los terrenos de "El Soco", indebida­
mente detentados por él i que se encuentran encel'rados dentro de los 
límites señalados por la sentencia interpretativa. ",-"Conforme es de 
justicia, así se os pide en Santo Domingo, a los keinta días del mes de 
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b 

Visto el dictamen del magistrado Procurador G8ner<1l de la 
Repúblic:a. 

1 
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Considerando, qu~ el señor Charles Th. George, ·por mediación 
de sus abogado::; Dr- M. García Mella i Ledos. :B,rancisco J. Peynado·i 
J. B. Pe.vnado, inteepuso recurso de casación,en fecha veinte i uno de 
agosto de mil novecientos diez i ocho, contra una sentencia pl'Onun· 
!:!iada por la Co1·te de Apelación de Santo Domingo el día catorce de 
agosto del mismo año; copia de la cual fué depositada en la Secretaria 
de la Supt·euna. C01·te, junto con el memoria.l de pedimento. 

Considerando, que una vez provisto el auto de admisión del recut'­
so, de conformidad con lo que dispone el Art. 6o, de la Lei sebre Pro­
cedimiento de Casación, el recurl'ente señor Charles Th. George por· 
mediación de sus abogados pidió a la Suprema Corte de Justicia orde­
nar la suspensión de la ejecución de la sentencia de la Cor'te de Apela­
ción de Santo Domingo, de fecha 14 de· agosto de mil novecientos 
diez i ocho. 

Considera,ndo, que este Supremo Tribunal estimó :iustos los moti· 
vos en que fundaba el recurrente su pedimento de snspensión; i en 
consecuencia i en virtud de la facultad que le confiere el .'\1·t. 15 de la, 
Leí sobre Procedimiento de Casación dictó el auto de fecha veintidos 
de agosto próximo pasé!do, por el cual se ordena "se suspenda la eje· 
cución de la sentencia dictada· por l;:•, Ootte rle Apelación de Santo Do­
.ningo, re:::;pecto de la cual se ha1 interpuesto recurso de <;asac'tón por el 
señor Ohar·les Th. George." 

Considerando, que el auto de suspensión sólo puede refel'irse a la 
sentencia impugnada en casación, la. cual está clara. i pt•ecisamente 
,designada en el auto de fecha veintidos de agosto próximo p¡1,sado. 

Considerando,que los solicitantes· Angela Lavastida, viuda Aybar i 
consortes, al pedir la interpretación (en hecho innecesaria) del auto .de 
este Supremo Tribunal que ordena la suspensión de la ejecución de la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha catot­
ce de agosto del año en ·curso, pretende que la primera COI'te limite 
a p7'Ím·i el alcance posible de la casación eventual que puede recaer so­
bre la sentencia impugnada por el señor Charles Th Georgge; puesto 
que no a ott·a col3a tendería la declaración quP. se pide a eatc Supremo 
Tribunal de que «la suspensión de la sentencia del catorce del mismo 
mes de agosto del corriente año, no proviene ni cohibe, en modo algu­
no! la ejecución de la sentencia de fecha 8 de diciembre de 1915, en el 
sentido en que según los solicitantes esta ha sido soberanamente inter­
pretada. 

Considerando, que a la Suprema Corte no le ha sido sometida la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 8 de 
diciembre dell915, a que se refieren los solicitantes; i que gún los mis­
moa ha sido interpretada por la sentencia del14 de agost.o~ impugna· 
da en casación por el señ0r Gorge. 

/ Considerando,, que si la Suprema Corte de .Justicia está capacitada,~,, 
.f)¡r ¡ como cualquieta otro t_rib.unal para interpeetar su~ rropia~ decisi~nes, •' 

\ \ no.es de rsu competencia mterpretar la::. de otr-as JunsdiC~wnes; rn co· · 
' '\ 
~ ' 
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nocer de ellas sino cuando le son sometidas por un· recurso legal regu) f 
larmente intentado. · / 

Pot' tales motivos la Suprema Corte de Justicia debe declarar i 
declara que no ha lugar a la interpretación que piden los. señores An­
gela Lavastida, viuda. Aybar i consortes del auto de la Suprema Corte 
de fecha veinte i dos de agosto de mil novecientos diez i ol!ho, que or­
dena se suspenda la ejecución de la sentencia de la Col'te de Apelación 
de Santo Domingo, impugnada por el señor Charles Th. George. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domiugo, 
Capital de la República, á los trece días del mes de setiembre de mil 
novecíentos di.ez i oebo, año 75 de la Independencia i :)6 de la Restaura­
ción. 

R. J. Castlllo.-A. Arredondo J.ltiura.-M. de l. Gonsalez M.· 
A .. Woss i Gil.-· Andrés 'r. Montolío. 

Dado i finnado ha sido el anterior auto pot• los señores jueces que 
arriba figuran, el mismo ~ía, mes i año en él exp1·esados, lo que yo, Se­
cretario Gene1'al, eertifico. 

Octavio Landolfi. 

Dios, Patra Liberta d.= República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA 

VitSto el esct·ito del ciudadano Pcocurador de la Hepública, de fe­
c~ha veinte de este mes de setiembre,en el q. requiere que poi' aplicación 
de la Orden Ejecutiva No. 192, de fecha 30 de julio de mil novecientos 
diez i ocho. se J'evoquen los nombramientos de los notarios Ramón 

• 1 

Soñé No! asco, ~..,élix Edilberto Richiez i Juan Antonio Her-nández, de 
San Ped1·o de Macods. 

Vistos los documentos sometidos por el ciudadano Procur-ador Ge­
ner-al en apoyo de su requerimiento. 

Vi:,;h1Ja Orden Ejeé:uti nt No. Hl2, C:e fecha treinta de Julio de mi¡ 

1 
' ~ 
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